La represa de Ranchería. Un ejemplo de lo que no debe hacerse

Yamile Salinas Abdala

Muchas gracias por invitarme a compartir con ustedes algunas reflexiones sobre un tema tan actual como son las dinámicas del conflicto y su relación o no con las políticas públicas y la realización de proyectos que emanan de ellas. Dado que en esta temática  son muchas las aristas que pueden abordarse, me referiré la Represa Ranchería, creo que es un caso que puede alimentar este importante espacio convocado por el PNUD Cesar, ACNUR Barranquilla, la Defensoría del Pueblo Cesar/Guajira, la Campaña Colombiana Contra Minas, la Pastoral Social Guajira y la MAPP OEA Cesar/Guajira. 
Para iniciar, haré alusión a algunas de las iniciativas que se ejecutan o se planean en el Departamento de La Guajira y en su incidencia en las condiciones de vida de sus pobladores. En seguida me enfocare en el megaproyecto de la represa concebido para satisfacer requerimientos de agua de sectores agroindustriales, mineros, y, en menor grado, para proveer de agua a sus pobladores. Estimo que proyectos como Ranchería y el Puerto Brisas, permiten observar cómo planes que se derivan de  políticas públicas, sustentadas en un modelo de desarrollo que privilegia la agroindustria y la minería, desconocieron y pueden desconocer los derechos de las comunidades locales  y fueron y pueden ser causa directa o indirecta de violaciones de derechos humanos.  
El conocimiento y análisis de estas experiencias puede contribuir a que políticas que propenden por el desarrollo económico, bajo un modelo de desarrollo sustentado en las cinco locomotoras previstas en el Plan Nacional de Desarrollo 2010 – 2014 – “Prosperidad para Todos”, se evalúen e implementen en el marco de los fines, valores y principios de un Estado Social de Derecho, de una parte, y a que las empresas que las desarrollan, evalúen su  responsabilidad en relación con los derechos humanos de las comunidades locales, de la otra.  
Iniciativas en La Guajira y desarrollo humano
En este departamento se adelantan y planean varias iniciativas que tienen y tendrán impacto en los derechos humanos de sus habitantes, particularmente de los pueblos indígenas, así como en el ambiente y los recursos naturales. Por sólo mencionar algunos, se adelanta una de las explotaciones más grandes a cielo abierto en Colombia y en el mundo por parte de Cerrejón, de la cual son socios BHP Billiton, Anglo American Plc, Glencore y Xtrata, que además de la mina involucra el ferrocarril y el puerto; la atraviesa el  Gasoducto Transnacional que transporta gas natural entre Venezuela y Colombia;  se propende por nuevas formas de energía eólica -  proyecto Jepirrachi-, y se aspira a modificar el cauce del río Ranchería - propuesta de Cerrejón - para aprovechar el potencial carbonífero. El auge minero en La Guajira se refleja en las 350 solicitudes de títulos sobre más de 600 mil has que, de ser aprobadas, se sumarían a las 172 mil has correspondientes a 73 títulos. Algunas de las solicitudes se localizan sobre áreas de protección ambiental (Parque Nacional Natural Sierra Nevada de Santa Marta y Serranía del Perijá) y territorios colectivos de indígenas. En este departamento también se implementan proyectos de café, banano y de palma aceitera para la producción de oleaginosas y agrocombustibles, así como ganadería extensiva en los valles de los ríos Cesar y Ranchería; se avanza en obras de infraestructura como la autopista Santa Marta – Riohacha – Paraguachón y la construcción y pavimentación de la vía Valledupar – Badillo – San Juan del Cesar, y se promueve el turismo en el Rio Ranchería, en las playas de Mayapó en Manáure, el Parque Nacional La Macuira, el Santuario  de  Flora  y  Fauna  de Flamenco y el Cabo de La Vela.

Ante la riqueza minera del departamento se prevé la construcción de dos mega puertos: Brisas y el de la empresa MPX del Grupo brasilero EBX. El primero, se encuentra suspendido en virtud de un fallo de tutela de la Corte Constitucional debido a que se omitió la consulta con los cuatro pueblos indígenas de la Sierra Nevada. El segundo, en proceso de licenciamiento ante el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial.  Todas estas iniciativas, que hacen parte de políticas nacionales a favor de la agroindustria y la minería, demandan gran cantidad de agua, precisamente un recurso escaso en la media y baja Guajira, departamento que tiene una gran tendencia a la desertificación. Es por ello que se adelantan y planean represas en las zonas altas de la Sierra territorio ancestral de los pueblos nativos,  como  la construida sobre el río Ranchería, y la proyectada sobre el río Tapias. 
Pese a estas iniciativas y, en especial, pese a las regalías que generan el carbón y el gas no hay avances en el mejoramiento de las condiciones de vida de los habitantes de La Guajira: El producto interno bruto (PIB) por habitante es inferior al promedio nacional en un 36% y más del 60% de su población no tiene satisfechas sus necesidades básicas. El 70% es pobre y el 17,8% es extremamente pobre. Sin embargo, la puesta en marcha de varios de estos proyectos si ha significado afectaciones, como reasentamientos, desculturización e impactos en la salud y en las condiciones de vida. Algunos de los proyectos, además, han desconocido los derechos de los pueblos originaris (wayúu,  Koguis, wiwas y arhuacos) y de los afrocolombianos - indígenas y afros representan casi el 50% de la población-. Concretamente se han vulnerado los derechos fundamentales a la participación, a través de consultas adecuadas, transparentes y de buena fe, que permitan a las comunidades conocer los proyectos, sus impactos negativos y positivos, y decidir conforme a sus usos y costumbres. Además, varias de las iniciativas antes mencionadas se promovieron y ejecutaron en un contexto de graves violaciones de derechos humanos. 

La represa el Cercado y el Distrito de riego Ranchería
Un ejemplo es lo acontecido en  torno a la construcción de la represa localizada en la parte media del río Ranchería, municipios de Fonseca, Barrancas y San Juan del Cesar, en una superficie de 18.820 hectáreas. Su génesis data de la década de los 80 cuando el HIMAT contrató los primeros estudios de prefactibilidad. En 1996, el INAT solicitó a Corpoguajira el licenciamiento ambiental. Seis años después se definió que el proyecto se financiaría con el 10% de la participación de Carbocol en el contrato de asociación con Intercor. En 2002, el INAT contrató a la Unión Temporal Guajira - UTG, integrada por las firmas Conalvías S.A., Grandicon S.A., Suárez y Silva Ingenieros y Constructores, Construcciones Sigma Ltda., Patria S.A. y Gómez y Cajiao. Posteriormente, a la liquidación del Incora y el INAT, el Incoder asume el proyecto, que es incorporado en el plan de desarrollo de la primera administración de Uribe, declarado de importancia estratégica en 2005, año en el que Corpoguajira otorga la licencia ambiental (Resolución No. 3158 del 10 de agosto de 2005). En  2010 se termina la construcción y se inicia el llenado de la presa que se realiza en cuatro meses, pese a que la licencia se establecía un plazo de 3 años. Efecto de ello son las enfermedades y muertes de pobladores de Caracoli. 
No sobra recordar que la construcción de la represa se adelantó pese a los cuestionamientos de la Contraloría y la Procuraduría en temas como los sobrecostos, gran parte de ellos derivados de las modificaciones realizadas por el Incoder, la falta de estudios y negociaciones previas para la adquisición de predios y la inviabilidad del suministro de agua debido a la incapacidad financiera de los municipios para acometer las inversiones de las conexiones y la potabilización del agua. Para la Procuraduría  de Maya,  este proyecto parecía ser uno de los “elefantes blancos”, propios de regiones en las que el único horizonte es extraer recursos. Por si no fuera suficiente, la segunda fase de la represa de Ranchería es uno de los  megaproyectos previstos en el Plan Nacional de Desarrollo 2010 – 2014.
Violaciones del derecho fundamental a la participación de los pueblos indígenas

Como lo han denunciado los pueblos indígenas, la Procuraduría y otras instancias, la consulta para la construcción de Ranchería no se ajustó a los estándares internacionales y nacionales, específicamente se omitió la buena fe en su realización, esto es no se informó suficientemente a los pueblos sobre el proyecto y sus impactos, se desconocieron sus autoridades tradicionales; se negaron espacios para que quienes asistieron a las reuniones pudieran socializar con sus comunidades el proyecto de acuerdo con sus usos y costumbres; no se valoró la importancia del territorio ancestral reconocido (resguardos y línea negra) o no, y de los recursos contenidos en ellos, se ignoraron los acuerdos suscritos en el marco del Consejo Regional Ambiental de la Sierra Nevada de Santa Marta, instancia en la que participan autoridades nacionales, departamentales, municipales y las autoridades de los cuatro pueblos indígenas de la Sierra (arhuaco, kankumo, kogui y wiwa), a través del Consejo Territorial de Cabildos.  

Además no se trató de una consulta previa puesto que se realizó con posterioridad a los estudios, a la destinación de los recursos del presupuesto nacional y departamental, y a la suscripción del contrato con la UTG, entre otras actos administrativos,  y fue realizada por Corpoguajira, entidad cuestionada por ser juez y parte pues había financiado estudios para la construcción de la represa. 
Para el proceso consultivo se realizaron cuatro reuniones, tres entre el 14 y el 16 de marzo de 2005 con las comunidades indígenas de La Granja, La Granjita y Barrancón (Carrancas), Mayabangloma (Fonseca) y Caicemapa (Distracción), y una el 13 de mayo de ese año en San Juan del Cesar, a la que asistieron miembros de los pueblos Kogui y Wiwa, quienes expresaron que la consulta debía realizarse con el Consejo Territorial de Cabildos, posición parcialmente incorporada en la Resolución de Corpoguajira en la que se indica que los asistentes  manifestaron  “no tener poder de decisión para decir si están o no de acuerdo con el proyecto”.  La  reunión prevista para el 17 de marzo con las comunidades indígenas de la Sierra Nevada no se llevó a cabo por solicitud del  Incoder.
Lo expuesto y lo que consta en las actas y en la licencia permiten afirmar que el proceso consultivo  fue  un mero trámite para poder otorgar la licencia, surtido aceleradamente para iniciar la construcción, desconociendo las advertencias de la Defensoría del Pueblo y del desparecido Ministerio del Medio Ambiente, formuladas dos años antes de la expedición de la licencia ambiental. 

A mediados de 2007, la Procuraduría recibió de Corpoguajira el expediente de la licencia, requerido a solicitud de los indígenas, cuyo desconocimiento había producido fricciones internas. Luego, de su socialización y consulta con las autoridades tradicionales (mamos), los cuatro Cabildos interponen, en diciembre de ese año,  una tutela contra los Ministerios del Interior y de Justicia y del Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, el Incoder y CORPOGUAJIRA, con el fin de que les sean amparados sus derechos. En marzo de 2009, la Corte niega la tutela bajo el argumento de que se había presentado  dos años después de la fecha en que quedó en firme la Resolución que otorgó la licencia. Hoy, dos años después, ese Tribunal no se ha pronunciado sobre la nulidad de la sentencia en la que se desconocieron precedentes jurisprudenciales en torno al deber de consultar a los pueblos indígenas, definidos por ese Tribunal.
En su decisión la Corte no tuvo en consideración la crisis humanitaria y de derechos humanos en la región y su posible relación con la construcción de la represa y la implementación de proyectos mineros y agroindustriales en La Guajira, aspectos que son recogidos en el auto 004 de 2009 expedido en desarrollo de la sentencia T 025 que declaró el desplazamiento como un estado de cosas de inconstitucionalidad, y en el que se incluyeron los pueblos indígenas Wiwa, Kankuamo, Arhuaco, Kogui y Wayuu, entre los pueblos “en peligro de ser exterminados – cultural o físicamente”.
La represa, las violaciones de derechos humanos y el conflicto armado
En La Guajira, en  los años 70, los cultivos de marihuana generaron violencia en la región, a partir de los 80 se fortalece la presencia de guerrillas. Hacia finales de los 90 ingresan los grupos paramilitares (AUC) a zonas bajas de la Sierra y a la vertiente suroriental declarando objetivo militar al pueblo Kankuamo. En el año 2001 es asesinado al líder Wiwa Manuel Gil Alberto Junto y se inician los bombardeos en la parte alta y media del Río Ranchería que continúan hasta el 2005, produciendo desplazamiento en las comunidades de Potrerito, La Laguna, Piñoncito, Sabana de Manuela, Caracolí, El Machín y Marocaso, entre otras.  Igualmente, se acrecientan las amenazas, asesinatos y otras violaciones contra miembros y líderes, entre ellos los hermanos Loperena, directivos de la Organización Wiwa Yugumaiun Bunkuanarrua Tayrona (OWYB), así como las acciones de la guerrilla y los combates y enfrentamientos de los actores armados. 
Estas situaciones dan lugar a la Resolución Defensorial 024 del 18 de septiembre de 2002, en la que se insta a las autoridades a garantizar los derechos de los pueblos indígenas; a la visita del Relator sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, y a su informe en el que además de las violaciones antes mencionadas se refiere a retenes, quema y saqueo de casas,  robo de animales, daños a lugares sagrados, hurto de equipo médico y de instalaciones de salud y educación, que agravan el éxodo forzado. Estos hechos condujeron a que en febrero de 2005, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ordenara en favor del pueblo Wiwa la adopción de medidas cautelares, al igual que para el pueblo Kankuamo en julio 5 de 2004 y de enero 30 de 2007. Por su parte, la Corte Constitucional ha indicado que el pueblo Wiwa ha sido “una de las etnias más duramente golpeadas por el conflicto armado colombiano en los últimos años”,  dado que su territorio se convirtió en un “teatro de la guerra”,  algunos de sus líderes y comunidades fueron “declarados objetivo militar”  y  fueron víctimas de “una secuencia escalofriante” de violaciones de derechos humanos
.      

Infortunadamente, en tanto se daban estas violaciones y gran parte del pueblo Wiwa se encontraba desplazado o en situación de indefensión en su territorio, se adelantaba las gestiones para la construcción de la represa. Es precisamente en este escenario de graves, masivas y sistemáticas violaciones en que se convoca a las reuniones de consulta para la construcción de la represa, en la que participan servidores del Ministerio del Interior, Corpoguajira y la Procuraduría, así como el “dueño del proyecto: Incoder y los representantes de las empresas constructoras.
Y, las empresas?
En un país signado por la violencia y los conflictos, entre ellos los relacionados con la tierra, los territorios y sus recursos, es conveniente preguntarse cuál es el papel de las empresas promotoras y dueñas de proyectos de desarrollo en relación con los derechos humanos. No es del caso señalar responsabilidades sobre las empresas que se encuentran en La Guajira, pero frente ellas y a las interesadas en nuevas iniciativas si es pertinente abordar la discusión sobre sus deberes, especialmente en territorios étnicos, en donde las comunidades son impactadas gravemente en la puesta en marcha de megaproyectos. En esta discusión son muy útiles los desarrollos de Naciones Unidas, en los que se avanza en la construcción de un marco de actuación de las empresas en torno a la “diligencia debida”
, lo que les implica: i) evaluar el contexto nacional y local en donde planean invertir; ii) valorar el impacto en los derechos humanos que pueden tener sus actividades; iii) analizar cómo pueden contribuir, directa o indirectamente al desconocimiento de los derechos humanos y cómo deben  prevenir y evitar ser cómplices en su violación, y iv) reparar los daños ocasionados. 
Conclusiones
En el tema que nos ocupa son múltiples las variables a analizar. Es por ello que el caso de Ranchería es pertinente para extraer lecciones que pueden contribuir a diseñar políticas y adelantar proyectos en clave de derechos humanos, así como a revaluar modelos de desarrollo, impuestos desde fuera y desconocedores de contextos y realidades:  

La primera, promover la explotación de recursos naturales no significa necesariamente condiciones mejores y dignas para las comunidades que habitan las zonas de explotación.

La segunda. Las metas de crecimiento económico sustentadas exclusivamente en políticas agroindustriales, mineras, de infraestructura, entre otras,  no pueden desconocer el derecho a la participación de los habitantes de las regiones en que se localizan esos recursos -máxime si se trata de los pobladores nativos, que hoy en día, se caracterizan por su vulnerabilidad-, de una parte, ni los demás derechos de las comunidades locales, de la otra.

Y,  la tercera, en un país en conflicto como Colombia, además de las responsabilidades propias de los servidores públicos, las empresas deben evaluar y analizar el contexto y adoptar todas las medidas necesarias para prevenir, evitar y combatir violaciones de derechos humanos, y tener la plena disposición de reparar a los afectados por sus actividades. 
� Consultora de Indepaz. Elementos de este texto se extraen de la publicación Primero las Víctimas de la Procuraduría General de la Nación, en la que la autora participó como consultora. La primera fase se adelantó con los cuatro pueblos indígenas de la Sierra Nevada de Santa Marta y las comunidades afros del sur oriente del país, con las que se construyeron algunos criterios para la reparación de los grupos étnicos. Intervención en el Conversatorio Guajira: Dinámicas del conflicto, situación humanitaria y políticas públicas”, realizado en el Centro de Convenciones Anas Mai, Riohacha, La Guajira. Mayo 31 de 2011.





� Anexo Auto 004 de 2009.


� Naciones Unidas.  “Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya”. A/HRC/15/37. Julio 19 de 2010. 





